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JUICIO CONTENCIOSO 237/2019/3



RECURRENTE:

**********DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN EN EL ESTADO, DEPENDIENTE DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO**********INSPECTOR DE ALCOHOLES ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN.
**********                                     MAGISTRADO 





JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
SECRETARIA

ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRIGUEZ

San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria del 25 veinticinco de noviembre de octubre  de dos mil diecinueve.

V I S T O S  para resolver los autos del Toca número 44/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el 9 nueve de  agosto del 2019 dos mil diecinueve,  por **********, en su carácter de Director General  de Gobernación en el Estado de San Luis Potosí, dependiente de la Secretaría General de Gobierno  y ********** Inspector de Alcoholes adscrito a la Dirección  General de Gobernación, en  contra de la sentencia de fecha 7 siete de junio   del presente año pronunciada por la Tercera Sala  Unitaria al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 327/2019/3, promovido por **********  **********
          R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal con fecha 22 veintidós de  marzo del presente año, el ********** compareció  por su propio derecho  demandando la nulidad del siguiente acto administrativo:

“De la autoridad ordenadora  denominada DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN, la emisión de la orden de inspección número SGG/DGG-SA-01-0388-2019,  de fecha 16 de marzo del 2019 por la indebida fundamentación y motivación de la misma.
De las autoridades ejecutoras, les reclamo la ilegal CLAUSURA TOTAL  del establecimiento denominado Bar Toro Loco y como se advierte a fojas 3 del acta circunstanciada **********, elaborada el  17 de marzo de 2019, además de llevarla a cabo con testigos de asistencia adscritos a la ordenadora ( respectivamente), los CC.  JULIO CÉSAR REYNA Y JULIO CÉSAR ALVARADO, es decir, se observa que ponen el domicilio de la autoridad ordenadora como su domicilio particular PERFECTOAMEZQUITA (sic). Acto por demás unilateral y violatorio del debido proceso.”
II.- Mediante acuerdo de fecha 25 veinticinco de marzo del actual, el  Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran  su contestación a la misma; carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 45 a 59) refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas. Asimismo se  decretó la suspensión del acto impugnado.
III.-  Seguido el juicio en todas sus fases, el  3 tres de mayo del presente año, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin asistencia de las partes, en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el  7 siete de junio  de esta anualidad se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y en consecuencia la NULIDAD LISA Y LLANA  de los actos impugnados en este juicio,  de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas, con copia certificada de la presente resolución

IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a la parte actora  y a la parte demandada  con fecha 11 once de junio del actual, según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal.

V.- Con fecha 9 nueve de agosto del presente año se recibió el expediente remitido por la Tercera Sala;  por auto de fecha 13 trece del mismo mes, se acordó recibirlo  únicamente respecto del Director General de Gobernación, no así del diverso demandado ********** en virtud de que su escrito relativo carece de la firma autógrafa; asimismo, se ordenó requerir a la diversa autoridad demandada para que  precisara el recurso intentado, porque el de revisión que interpuso no compete a esta instancia ni procede contra una sentencia de la Sala Unitaria de este Tribunal.

VI.- Una vez  que la autoridad demandada  mediante escrito de fecha 20 veintiocho de agosto de la presente anualidad, aclaró que el recurso interpuesto es el de apelación, por auto de 21 veintiuno del mismo mes se radicó la apelación con el número 44/2019/SS, se admitió a trámite  y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia, quien no desahogó la vista; y, por acuerdo de 9 nueve de septiembre del actual se citó para resolver de conformidad con lo previsto  por el artículo 152 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado.




C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO. Competencia.-  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- En cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 237/2019 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de ********** **********  en su carácter de Director General de Gobernación en el Estado, dependiente de la Secretaría General de Gobierno parte demandada  en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado en los términos del artículo 152 primer párrafo del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que  señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo; toda vez que la sentencia fue notificada  al demandado aquí recurrente el día 11 once de junio de la presente anualidad surtió efectos el día 12 doce,  por lo que el término para interponerlo le transcurrió del 13 trece de junio al 3 tres de julio,  porque en ese tiempo no contaron los días 15 quince, 16, dieciséis, 22 veintidós, 23 veintitrés, 29 veintinueve y 30 treinta de junio, debido a que fueron inhábiles por ser sábados y domingos; por lo que si el recurso de apelación se presentó el día 19 diecinueve del mes de  junio del actual, se efectuó con la oportunidad debida.
QUINTO.  Atento al principio de economía procesal  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. Lo anterior encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 
SEXTO.- Resulta innecesario entrar al estudio  tanto de  las argumentaciones de la sentencia apelada como  de los conceptos de violación formulados por el recurrente en su contra, toda vez que del análisis del  presente asunto  este Tribunal de Alzada advierte que se actualiza la causa de improcedencia  a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo del Estado, en relación con el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, ello en virtud de que la parte actora no agotó el procedimiento administrativo  a que se refiere el artículo 36 fracción V de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; esto es, no compareció ante la autoridad que ordenó la medida de seguridad que reclama, no obstante  haberse notificado y requerido por tal obligación, para con ello obtener una resolución que pudiera modificar o anular el acto que impugnó.
Presupuesto procesal cuyo estudio oficioso y preferente lo aleguen  o no las partes, por tratarse de una cuestión de orden público y de interés social, conforme lo establece la parte in fine del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado

Para lograr una mayor claridad del asunto en estudio, resulta conveniente reseñar sus antecedentes procesales más relevantes:

a).- La parte actora por escrito  recibido con fecha veintidós de marzo del presente año, acudió ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, demandando como autoridad ordenadora al Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno  del Estado y como autoridad ejecutora a **********, inspector adscrito a la Dirección  General de Gobernación.

Reclamó de la autoridad ordenadora la emisión de las ordenes de inspección con los números  que cita, por la indebida  fundamentación y motivación de las mismas; de la autoridad ejecutora la clausura total del establecimiento denominado “Bar Toro Loco”, por llevarla a cabo con testigos adscritos a la  autoridad ordenadora.
A su demanda adjuntó   la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación número ********** expedida por el Director General de Gobernación, en la que con fundamento en preceptos legales que ahí contiene, autoriza a **********inspectores adscritos, para el levantamiento y desarrollo de la visita, que fue llevada a cabo en el establecimiento denominado  **********”, con giro de depósito con venta de cerveza con domicilio en la calle de Constitución 01 de Charcas S.L.P.; agregó asimismo el acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada, levantada por el inspector **********y la hoja de observaciones generales donde consta no encontrarse al dueño del establecimiento y que el encargado, al requerirlo por la licencia, solo mostró  certificado de entero número 7076 expedido el cinco de marzo del actual por concepto de refrendo, agregando que durante la visita se constató la presencia de  veintiséis personas adultas  consumiendo bebidas alcohólicas fuera del horario establecido, por lo que se procedió a la suspensión de actividades y a emplazar al encargado para que en el término de cinco días hábiles compareciera a la Dirección General y presentara su inconformidad, así como  las pruebas  y en su caso los alegatos que a su derecho correspondan.

Asimismo adjuntó  el certificado de entero 7076 expedido por la Tesorería Municipal del Municipio de Charcas S.L.P., por concepto de refrendo anual para venta de bebidas embriagantes.

La Sala de origen  consideró en síntesis, que la autoridad demandada no cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación  que exige el artículo 16 Constitucional, porque no indicó en el primer párrafo  de la orden de visita impugnada el dispositivo legal que le faculta y le da competencia para llevar a cabo dicha orden; no citó las disposiciones legales específicas que incorporaran al ámbito competencial del órgano emisor la facultad de aplicar la ley de la materia y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado; y con la cita de los preceptos invocados por la autoridad no cumple con la obligación de fundar su competencia material,  territorial y por grado, concluyendo que carece de la garantía de fundamentación y motivación.

De todo lo anterior se advierte que la parte actora no demostró haber comparecido ante la autoridad demandada en el término de cinco días  hábiles que se le otorgaron, circunstancia que se le hizo saber  al realizar la visita e inspección, vigilancia y verificación, según consta en el acta respectiva,  donde se le insta a presentarse ante  dicha autoridad  para que ofreciera las pruebas y en su caso los alegatos que a su derecho y defensa convinieren; y menos aún acreditó que con motivo de un procedimiento iniciado con su comparecencia ante la autoridad que demandó, se hubiera dictado una resolución en su contra con la consecuente sanción la cual sÍ sería impugnable ante este Tribunal. Instancia que no agotó la parte recurrente antes de iniciar el juicio contencioso que nos ocupa.

Del análisis de las hipótesis de procedencia del juicio contencioso se desprende que el principio de definitividad de un procedimiento, debe entenderse que el acto que se demanda aquel que sea el último, lo que en definitiva ponga fin a un asunto o concluya una instancia o cierre un expediente de actuación administrativa.  El juicio de nulidad como medio  de defensa solamente procede contra las resoluciones definitivas o  última resolución dictada en procedimiento administrativo. Si el justiciable tiene, como en la especie, un medio de defensa eficaz para sus intereses ante la autoridad, en este caso ante el Director General de Gobernación y no lo instauró; ello es suficiente para  determinar que no agotó el principio de definitividad.
La definitividad es un presupuesto procesal para la movilidad de la procedencia del recurso ante esta Alzada. 

El artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, señala que el Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y  procedimientos que señala en sus dieciocho fracciones.

Por su parte  el artículo 228 del Código Procesal Administrativo en su fracción XI establece:

Artículo  228.-  Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: (…)  XI.. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.
Conforme a dichas porciones normativas el juicio contencioso administrativo, solo procede contra las resoluciones definitivas, entendiéndose por tales, aquellas determinaciones de la autoridad administrativa por las que resuelve o soluciona un problema, conflicto, petición o litigio, cuya decisión pudiera causar un agravio al particular; y en este asunto que nos ocupa,  el acta de inspección vigilancia y verificación y el recibo de entero que adjuntó a su demanda el aquí apelante, no constituyen una resolución administrativa para los efectos de este juicio, supuesto que por su naturaleza jurídica se trató únicamente de una medida de seguridad que se dictó al margen de las decisión del fondo del asunto por la autoridad demandada; y en tales condiciones el juicio debió declararse improcedente y sobreseerse en los términos de la fracción VIII de la Ley Procesal Administrativa en vigor para la Entidad.

Al respecto resulta aplicable la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe:

Época: Novena Época: Registro: 204901: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito:  Tipo de Tesis: Aislada: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo I, Junio de 1995: Materia(s): Administrativa: Tesis: I.4o.A.3 A: Página: 390 

“ACTAS DE VISITA. NO OSTENTAN LA CARACTERISTICA DE DEFINITIVIDAD PREVISTA EN LA FRACCION I DEL ARTICULO 23 DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION.- Conforme a lo dispuesto en la fracción III del artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, las actas de visita están comprendidas dentro del ámbito de las facultades de comprobación fiscal, y la autoridad exactora, con base en ellas, emitirá en su caso, la resolución correspondiente determinando la obligación fiscal que proceda a cargo del contribuyente, en términos del artículo 63 del ordenamiento legal invocado. Por tanto, no constituyen actos definitivos, pues, por sí mismos, no paran perjuicio a los particulares, y si bien su contenido es posible controvertirlo; esto será factible al momento de emitirse la resolución definitiva, por ello no encuadran en la hipótesis legal a que se refiere la fracción I del artículo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación”.

Asimismo  es necesario citar aquí, aplicable por analogía, la siguiente Jurisprudencia:

Época: Novena Época: Registro: 183862: Instancia: Pleno: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XVIII, Julio de 2003 : Materia(s): Común: Tesis: P./J. 17/2003: Pág: 15 

DEFINITIVIDAD EN AMPARO DIRECTO. ESTE PRINCIPIO EXIGE PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO, QUE SE AGOTEN PREVIAMENTE LOS RECURSOS ORDINARIOS PROCEDENTES EN CONTRA DE LA SENTENCIA O DE LA RESOLUCIÓN QUE PONE FIN AL JUICIO.- Los artículos 46 y 158 de la Ley de Amparo establecen, respectivamente, que se está ante una sentencia definitiva para los efectos de la procedencia del juicio de amparo directo, cuando decide el juicio en lo principal y respecto de ella las leyes comunes no conceden recurso ordinario alguno, por virtud del cual pueda ser modificada o revocada; asimismo, se considerará como tal, la dictada en primera instancia en asuntos judiciales del orden civil, cuando los interesados hubieren renunciado expresamente a la interposición de los recursos ordinarios que procedan, si la ley se los permite; al igual que la resolución que pone fin al juicio, es decir, la que sin decidirlo en lo principal, lo da por concluido y respecto de la cual las leyes no conceden recurso ordinario alguno; y que el órgano jurisdiccional competente para conocer del juicio de amparo contra ese tipo de sentencias es el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda. Ahora bien, si una resolución que pone fin al juicio o una sentencia son legalmente recurribles, pero el interesado no agota el recurso previsto en la ley y deja transcurrir el término para ello, aunque la sentencia o la resolución ya no puedan ser legalmente modificadas, no por ello deben tenerse como definitivas para los efectos del juicio de amparo directo, pues la situación de facto, consistente en haber dejado transcurrir el término de impugnación, no puede hacerlo procedente, toda vez que ello implicaría soslayar unilateralmente la carga legal de agotar los recursos que la ley prevé, lo que se traduciría en violación al principio de definitividad.”
Además  el hecho de que  se sobresea un asunto como éste no implica de manera alguna que la autoridad  no pueda realizar sus funciones discrecionales, pues no se menoscaban sus atribuciones, las que pueden ejercer en cualquier momento

No obsta a la anterior conclusión, el hecho de que por acuerdo de 21 veintiuno  de agosto del actual se haya tenido por interpuesto el presente recurso de apelación,  pues para este supuesto en la especie  resulta aplicable, por analogía, la jurisprudencia 2a./J. 222/2007, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con los datos de localización, rubro y texto siguientes:

Registro: No.170598: Novena Época: Instancia: Segunda Sala: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVI, Diciembre de 2007: Página:216:Tesis:2a./J.222/2007.
“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO. La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo.”.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en lo dispuesto por los artículos 152 y 154 del Código Procesal Administrativo  vigente en el Estado,  se resuelve:
PRIMERO.- Se sobresee el presente recurso de apelación por las razones  expuestas en el considerando sexto de esta sentencia..

SEGUNDO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a efecto la notificación de la presente resolución; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado  de la Sala Superior  del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con Secretaria  de Acuerdos Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe. Rúbricas.

LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE DOCE PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 44/2019/SS, EL VEINTICINCO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECINUEVE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS VEINTINUEVE DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL DOS MIL DIECINUEVE.- DOY FE. 
LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí**********
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